Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 31 minutos.) 
Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


SEÑORA SECRETARIA.- La Comisión Directiva y Administradora del Complejo Habitacional A-50 de la 
ciudad de Pando, departamento de Canelones, envía una nota con las reseñas de las consideraciones 
que realizaron en virtud de su concurrencia a esta Comisión en la sesión pasada. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que la Comisión está recibiendo, con toda razón y correctamente, a 
una cantidad de administradores y miembros de programas y complejos que están planteando 
problemáticas similares. Me parece que sería bueno que la Secretaría hiciera un resumen de todas las 
delegaciones que nos visitaron y de cuáles fueron sus principales motivos, porque parecería ser que 
hay un patrón de algo que está sucediendo. Entonces, obviamente, si hay una problemática común y 
no se trata de uno, dos o tres casos aislados, y cada uno representa a decenas o centenas de 
deudores, sería bueno evaluar la situación con la lista que nos facilite la Secretaría y citar, 
eventualmente, al Banco Hipotecario del Uruguay, a la Agencia Nacional de Vivienda e, incluso, al 
propio Ministerio a los efectos de analizar si es necesario adoptar una resolución. Quizás, podemos 
empezar por solicitar a la Secretaría que nos presente un resumen de todas las delegaciones que nos 
visitaron por este tema desde el comienzo de esta Legislatura, así como los motivos de su visita, para 
más adelante considerar si es necesario tomar alguna medida. 


SEÑOR LORIER.- Estoy de acuerdo con lo expresado por el señor Senador Bordaberry pero, si fuera 
posible, agregaría al trabajo que se le ha encomendado a la Secretaría el de buscar los elementos 
comunes, pues quizás podamos encontrar más de uno. Con esto pretendemos buscar ese núcleo 
común que pueda estar cruzando cada una de las entrevistas, a los efectos de facilitar nuestro trabajo 
y visualizar cuáles son esos factores que pueden ser rápidamente abordados, sea a través de los 
intercambios con las instituciones o mediante un proyecto de ley. Hago este planteo porque esta 
situación viene multiplicándose y quizás hoy tengamos la misma problemática en las delegaciones que 
vienen, además de la que puedan tener todas las que no llegan a la Comisión porque no saben o 
porque no pueden. Creo que sería muy bueno tener ese informe para poder usarlo como guía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría procederá tal como solicitaron los señores Senadores 
Bordaberry y Lorier. 


Asimismo, quiero informar que desde hace un par de meses tenemos dos pedidos de 
audiencia de los representantes de los Complejos M5 y M18 de San José. Al respecto, quiero agregar 
que el 26 de julio del año pasado recibimos a los representantes de estos dos Complejos y al señor 
Carlos Negrín, que pertenece a uno de Florida. En aquel momento se acordó enviar, por la Secretaría, 
una nota al Banco Hipotecario del Uruguay, lo que no se hizo. Y armando la agenda del día de hoy 
resolvimos no citar a esta gente que está reiterando el pedido de audiencia porque la Comisión no ha 
realizado el trámite correspondiente ante el Banco Hipotecario del Uruguay, pero vamos a hacerlo en 
esta semana. 


Por su parte, y de acuerdo con lo acordado, realizaremos un memo con la Secretaría en el 
que va a constar el trámite que se ha hecho en cada caso y la respuesta que se nos dio, de modo de 
tener un panorama acerca de todos estos temas que se nos han planteado. 


(Apoyados.) 


En el Orden del Día de la sesión de la Comisión está previsto recibir a los representantes de 
varios complejos habitacionales de Canelones, Colonia, Rivera, Tacuarembó y Montevideo, deudores 


del Banco Hipotecario del Uruguay y de la Agencia Nacional de Vivienda. 


Esta es una problemática que se presenta permanentemente, no solo en la Comisión sino 
también fuera de ella, al punto tal de que los representantes de los complejos nos piden entrevistas en 
nuestros despachos y nos plantean lo que está ocurriendo con la actualización de las deudas de 
propietarios de viviendas en complejos del Banco Hipotecario del Uruguay, quienes ya han pagado 
más de una vez lo que en su momento acordaron por contrato con la institución. 


(Ingresan a Sala representantes de varios complejos habitacionales de Canelones, Colonia, 
Rivera, Tacuarembó y Montevideo, deudores del Banco Hipotecario del Uruguay y de la Agencia 
Nacional de Vivienda.) 


Damos la bienvenida a los representantes de complejos habitacionales de Canelones, 
Colonia, Rivera, Tacuarembó y Montevideo, deudores del Banco Hipotecario del Uruguay y de la 
Agencia Nacional de Vivienda. 


SEÑORA CALLERO.- Somos un grupo de deudores, buenos pagadores, del Banco Hipotecario del 
Uruguay y de la Agencia Nacional de Vivienda, que estamos con este viejo tema de los colgamentos. 
En el grupo hay gente de varios complejos, también hay personas de edificios construidos bajo el 
sistema de sociedades civiles así como poseedores de viviendas individuales. 


El año pasado, cuando este grupo se inició, vinimos a hablar a esta Comisión y también nos 
reunimos con el Banco Hipotecario del Uruguay. Sabemos que los señores Senadores conocen el tema 
de los colgamentos, por lo que no vamos a hablar de lo que ya todos conocen. En el Banco 
Hipotecario se nos informó que esto se resuelve con voluntad política, sabemos que ella no está y por 
eso volvimos. 


Sabemos que la Unidad Reajustable no funcionó; hay que hacerla desaparecer. No importa 
cuánto se paga por cuota; lo cierto es que con la Unidad Reajustable no se termina de pagar la 
vivienda. 


Por lo tanto, no solo tenemos el problema de los colgamentos sino que también está el 
“clavo” de la Unidad Reajustable. 


Sabemos que somos los rehenes que este Gobierno eligió para tratar de salvar al Banco 
Hipotecario. Nosotros, que somos los buenos pagadores porque nunca dejamos de pagar, que no lo 
gestionamos mal, que no lo robamos, que no lo desfinanciamos, que no lo vaciamos, hoy somos los 
únicos que no tenemos ningún tipo de quitas. Tenemos conocimiento de que este Gobierno entiende 
que hay que quitar los colgamentos, porque ya lo ha hecho en otros casos. Se los quitó a quienes 
pasaron a la ANV, a Fucvam, pero no nos los quita a nosotros y ello no es porque entienda que no 
debe hacerse, sino porque alguien tiene que financiar un Banco Hipotecario que nosotros no fundimos. 


Venimos a contarles qué pasa con la gente mientras las voluntades políticas están omisas, 
haciendo de cuenta que este problema no existe, que tal vez no nos afecta tanto o que somos muy 
pocos y, como somos buena gente, no solemos quejarnos mucho. 


Una de las cosas que suceden con el Banco Hipotecario es que tratan muy mal a la gente. 
Sería bueno que, ya que lo transformaron en un banco comercial y nos dejaron adentro por buenos 
pagadores, dijeran a los funcionarios que somos los mejores clientes que ese Banco ha tenido. 
Además, tenemos que soportar que nos “ninguneenr” y nos destraten como si fuéramos nosotros los 
que no pagamos la cuota. 


A eso hay que agregarle que cuando terminamos de pagar la deuda, nos llaman y nos dicen 
que nos van a rematar el bien cuyo valor ya pagamos completamente. Ante eso, por supuesto que la 
gente firma porque nadie quiere dejar algo que ya pagó todo lo que vale. Nos piden que reconozcamos 


una deuda que no es nuestra -los llamados colgamentos- y tenemos que firmar; de lo contrario, nos 
rematan el bien. 


Quiere decir que este Gobierno, que se llena la boca diciendo que construye casas para los 
que nunca la tuvieron, no tiene ningún prejuicio en dejar que se la rematen al que sí pagó por ella, al 
que pagó todo lo que la casa vale. 


Además, ahora el Banco Hipotecario está cambiándoles la categoría a las viviendas. Por algo 
antes estas tenían una categoría -yo soy docente y mis alumnos saben que si hacen eso en clase, les 
pongo un uno- y ahora se la cambian; será para luego poder decir que nuestras viviendas son 
comerciales y no sociales. 


Queremos hacer esta denuncia ahora para evitar que, cuando dentro de diez años la gente 
venga aquí a quejarse de que su vivienda tiene otra categoría, ustedes le digan que no se enteraron. 
Me parece un delito espantoso. La categoría de la vivienda se determina cuando la habilitan y no 
cuando al Banco Hipotecario se le antoja. 


Esto es lo que sucede con el Banco Hipotecario. 


¿Qué pasa con la gente? Quisimos que vinieran tres o cuatro personas que están en el grupo 
y que consideramos son representativas del resto. Está presente la nieta de Angélica porque su abuela 
no pudo venir. Angélica tiene 67 años y hace veinte que paga su apartamento; cuando se jubiló tuvo 
que presentarse al Banco para solicitar que le bajaran la cuota porque no la podía pagar y, además, 
tenía colgamentos. En el caso de Angélica -que no es de los jubilados que ganan peor- el Banco 
decidió que podía pagar una cuota de $ 3.400 durante veinte años, o sea hasta que cumpliera 85. 
Reitero que la cuota es de $3.400 y a Angélica le quedan $ 6.800 en la mano. Parecería que eso está 
bien; así repartimos la riqueza de este país. 


Sin embargo, Angélica tiene suerte porque a los 85 años va a poder disfrutar del 100% de su 
suntuosa jubilación, pero Roberto no tiene tanta suerte porque va a tener que pagar la cuota hasta los 
100 años. Él construyó el edificio en el que vive y no por ser constructor ni pertenecer a una de esas 
empresas que desaparecieron -que dejamos que desaparecieran- personas que hoy están en sus 
casas felices y contentas, y sin colgamentos. Construyó un edificio en calidad de sociedad civil porque 
durante muchos años aquí no se pudo construir como cooperativa; era la única forma que la gente 
tenía para construir su casa. Roberto pagó la cuota todos los años y cuando se jubiló tuvo que firmar 
por los colgamentos que, reitero, deberá pagar hasta los 100 años. Pero Roberto está feliz de la vida 
porque el Banco Hipotecario lo va a cuidar y no va a permitir que deje de pagar ni una sola de dichas 
cuotas. Me parece que el Banco Hipotecario, además de tenernos adentro, no nos quiere dejar salir. 
Eso es lo otro que sucede. 


Si una persona no estuviera tan apegada a su casa y decidiera venderla para recuperar algo 
de lo que ya pagó y algún día poder decir que terminó de pagarla, resulta que si consigue un 
comprador y este se presenta al Banco Hipotecario, le suman todos los colgamentos y le rearman la 
deuda. Si al día de hoy el vendedor paga $ 8.000 de cuota, el comprador tendrá que pagar $ 
16.000. Esto fue lo que les sucedió a Miriam y a Lucía. Miriam es una señora de 80 años que quiere 
vender su apartamento e irse a vivir a un residencial porque está sola y quiere reacomodar su vida 
mientras está bien. Arregla con Lucía y se presentan al Banco, pero mientras que Miriam paga $ 8.000 
de cuota, Lucía debería pagar $ 16.000. ¿Qué hacen ante esa situación? Negocian en negro: Miriam 
tiene 80 años y confía en que la otra persona pague; si no lo hiciera, ¿terminarían sacándole la 
vivienda? Esto es lo que se está fomentando: los negocios en negro. 


A Andrea le sucedió algo similar. Se enfermó su hijo, perdió el trabajo y no pudo pagar más la 
cuota; quiso vender la vivienda, pero cuando fue al Banco le dijeron que su apartamento era invendible. 
¿Por qué? Porque con lo que debía más los colgamentos, quien comprara debería pagar una cuota de 

$ 21.000 y ganar un sueldo de $ 90.000. Tal vez sea un muy buen negocio para ustedes, pero no para 
los trabajadores. Andrea, ante lo manifestado por el empleado del Banco Hipotecario que le dijo que lo 


considerara como el pago de un alquiler que debe hacer de por vida, le respondió: ¿qué es lo que el 
Banco pretende? ¿Acaso que prendan fuego los apartamentos? 


¿Los señores Senadores saben qué es un emergente? Cuando alguien dice algo de esta 
magnitud, lo hace porque el sentimiento comenzó a crecer en mucha gente. Por supuesto que nadie 
quiere que se prenda fuego un apartamento, pero la impotencia y la frustración que esto genera es 
muy grande y no deberíamos querer que alguien sintiera eso en este país. 


Todo esto sucede por unos 50 metros cuadrados. Cuando se construyen viviendas para el 
Plan Juntos se dice que se trata de 40 metros cuadrados; eso es lo que miden nuestros apartamentos. 
Yo vivo con mis hijos en un apartamento de 56 metros cuadrados. Hace treinta años que pago la cuota 
y, cuando la termine, tendré que pagar durante 20 años más. Todo esto es sabido por todos, aunque 
hagamos de cuenta que no existe y nos vayamos a dormir tranquilos porque hicimos algo con la ANV y 
resolvimos los problemas de algunos. Acá queremos decir lo que no se dice. 


El señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente concurrió a esta 
Comisión, dijo que el BHU se saneó en forma exitosa y nadie le contestó nada. Pero nosotros 
preguntamos: ¿Exitosa para quién? Para nosotros que somos muchos, aportamos y somos tan 
ciudadanos como otros, no fue así. 


Luego vino la señora Directora de la Agencia Nacional de Vivienda a explicar quiénes pasaban 
a la categoría de vivienda social, como si aquí no lo supieran cuando esta Agencia hace lo que le 
mandan. En esa ocasión aclaró que pasaban las viviendas sociales porque aquí se dijo que no se 
sabía cuáles eran, a pesar de que eso está definido por la Ley de vivienda desde el año 1968. También 
se dijo que la Ley N* 18.795, aprobada en agosto de 2011, tomaba la misma definición de viviendas 
sociales. Nuestras viviendas son todas sociales -la verdad es que no sé si hay alguna que no lo sea- 
definidas por metro cuadrado o por calidad en el momento de la habilitación y no cuando al Banco 
Hipotecario se le antoje. Una vivienda de Categoría ll del Banco Hipotecario -no sé si los señores 
Senadores saben cómo se entregaban- jamás puede ser comercial ni lo era cuando nosotros 
contratamos. Pensamos que este debe seguir siendo un Banco social. Entendemos que si esta 
institución ya no tiene carácter social deberían enviarnos a una que sí lo tenga porque este cambio lo 
hicieron ustedes. 


Aquí se denuncia y se pregunta cómo solo pueden pasar las viviendas sociales cuando en 
algunos edificios pasan algunos apartamentos y otros no. Creemos que no es posible que en un 
edificio un apartamento tenga carácter social y otro no; lo que sucede es que pasan a los que están 
endeudados y a los demás, no. La señora Presidenta de esta Comisión -es una pena que hoy no esté 
presente- admitió que es posible que se hubieran cometido algunos errores. Nosotros decimos que no 
hubo errores y que la Agencia Nacional de Vivienda hace lo que le mandan hacer. Pero, ¿por qué 
tenemos que aceptar que nos digan esas cosas, nos mientan en la cara y los Senadores de este país 
repitan un acto demagógico de tal naturaleza? 


Por nuestra parte, queremos saber cuándo van a aparecer las voluntades políticas y, sobre 
todo, quién las tiene. Queremos que se nos reconozca que estas viviendas están totalmente pagas y 
que nosotros no debemos un solo peso. También deseamos que todos los casos en que haya 
colgamentos, hayamos firmado o no, sean tratados igual porque aquí no debería haber hijos y 
entenados. Obviamente, queremos que se estudie caso por caso, se analice cuánto se pidió y cuánto 
se pagó y no esperamos que se nos regale nada porque nosotros pagamos lo que vale el bien. Si se 
debe algo, se pagará, pero en general no se debe nada. En fin, queremos un trato igualitario y justicia. 


El artículo 1% de la Ley N* 13.728, de 1968 dice: “Toda familia, cualesquiera sean sus recursos 
económicos, debe poder acceder a una vivienda adecuada”... Esta norma habla de todas y no de 
algunas. Además, ¿establece que si parece que la persona puede pagarla debería pagar tres veces su 
valor? Se dispone que es función del Estado crear las condiciones que permitan el cumplimiento 
efectivo de este derecho, pero no habla de obstaculizarlo, entorpecerlo o aprovecharse de quienes 
pagaron. Más allá del tema de los colgamentos, queremos dejar claro que también pretendemos que la 
Unidad Reajustable desaparezca. Como los señores Senadores seguramente saben, Fucvam ha 
elaborado un proyecto para cambiarla, pero nosotros queremos que la hagan desaparecer porque 


entendemos que no hace falta y que no ha funcionado. Tanto con su valor actual como si valiera $ 300 

-que es el precio que Fucvam cree que debe tener- seguirá sin funcionar. Por lo tanto, proponemos 
que se analicen las deudas, se cuenten de vuelta y lo que no funciona -porque lo hacen seres 
humanos- se haga de vuelta. 


Por último, queremos saber quién fija la agenda parlamentaria, porque no hemos hablado con 
un solo Legislador -Diputado o Senador- que conozcamos, que nos diga que no tenemos razón, que 
no tenemos derecho, que no es justo; nos dicen que sí, que es verdad, que este tema todavía está 
pendiente, pero que ellos no fijan la agenda parlamentaria. ¿Ustedes tampoco? ¿Quiénes, con nombre 
y apellido, en este país como en el Imperio Romano, levantan o bajan el dedo? Queremos dos o tres 
nombres, ¿quiénes son? ¡Hoy no están! Eso también es una falta de respeto. 


Así que, como verán, no creemos que este sea un tema de voluntad sino de poder, porque las 
voluntades estarían; quien no está es el que tiene el poder. Me pasé días pensando qué se le dice a 
esta gente para que considere que este tema hay que volver a pensarlo, hay que volver a revisarlo y 
hay que hacerlo ahora porque este Gobierno se termina, porque la crisis no llega, porque las cosas 
pasan. Desde la oposición todos estamos de acuerdo, pero cuando tenemos el poder, no. 


La pregunta es, entonces, ¿qué hago yo cuando tengo el poder? ¿Qué hago cuando tengo el 
poder de decidir sobre la vida de la gente? Porque no es solo sobre el salario o la jubilación; si es por 
el resto de su vida, es decidir sobre la vida de la gente. ¿Qué hago cuando puedo hacer lo justo y elijo, 
conscientemente, hacer lo injusto porque me parece que el bien que busco es mayor? Porque yo, que 
me creo Robin Hood, como no puedo repartir de los ricos a los pobres, les reparto del que puedo y la 
que puede es Angélica, que termina pagando un tercio de jubilación por el resto de la vida. Pero no 
importa, duermo tranquilo. Siempre fui la víctima de todas las arbitrariedades del Estado y seguro que 
cuando dicen que esto es arbitrario no me debe pasar a mí, no debe ser conmigo que están hablando. 
Debe ser más fácil no escuchar, si la víctima de los despotismos soy yo, ¡cómo puede ser que alguien 
diga que hoy el arbitrario soy yo, el déspota soy yo! 


Autoritarismo: abuso que hace de su autoridad la persona investida de ella. 
Arbitrariedad: acto de proceder contrario a la justicia, a la razón y a las leyes. 
¿Qué es, si no, lo de los colgamentos? 


¡Es fuerte! Cuando siempre fui la víctima, no debo poder escuchar estas cosas porque no 
deben pasar un cierto nivel de conciencia y por eso sigo durmiendo tranquilo. Ahora bien, el bien 
superior, ¿lo logramos? El censo dice que el índice de Gini, que es un coeficiente que indica cuánto se 
reparte de la riqueza al pueblo, bajó al 0.01%; nada. ¿Y a cuántos “jodemos” en nuestra fantasía de 
que somos los cracks? Porque nosotros somos los buenos, los más solidarios, somos los que 
pensamos en los que nunca tuvieron. ¿Y en este Senado, donde están los que piensan en los que 
nunca tuvieron y también los que siempre tienen todo, que piensan que el Estado es de ellos y debe 
trabajar en función de ellos? ¿Quién se ocupa de quien se levanta todos los días a trabajar, en el 
sector que mantiene los valores de este país? ¿A quién le importamos nosotros? 


Insistimos en que hay que volver a mirar este tema, hay que ver de cuánta plata estamos 
hablando y cuántos somos, porque en esta cuestión de “joder” a unos para mejorarle la vida a otros, ¿a 
quiénes les arreglamos la vida? Dentro del Banco Hipotecario: al que no pudo pagar -y eso está 
bárbaro- pero también al que no quiso pagar y al que especuló y se compró una vivienda por chirolas 
cuando otro estaba endeudado, a quien hoy llaman de la Agencia Nacional de Vivienda y le quitan 
todas las deudas. Quiere decir que nosotros estamos favoreciendo a los especuladores, los negocios 
en negro y a la mala gente que tiene la filosofía de no pagar y, entre ellos, a los que no pudieron 
pagar; pero no nos tomamos el trabajo de revisar lo que decidimos, de mirarlo y decir “¿será la hora?”; 
volvamos a mirarlo, ¡por favor! 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto seguiremos escuchándolos, pero les pedimos que sean lo 
más breves posible porque tenemos otra audiencia y las personas están esperando para ingresar a 
Sala. Este tema nos interesa mucho y vamos a seguir hablando de él. 


SEÑORA HUNTER.- Justamente, eso es lo que no queremos: seguir hablando del tema. 
Les pedimos un minuto nada más. 


La compañera expuso una situación dramática que ustedes ya conocen. Este es el momento 
de actuar. Tengo en mi poder un proyecto de ley de nulidad y se los dejo, por si no están enterados. 
Pues bien, hay un proyecto de ley y lo que se necesita es voluntad política porque ahora hay recursos 
económicos. Lo que nosotros hacemos aquí es nada más que llamar a vuestra responsabilidad. 
Ustedes son responsables. Nosotros los votamos para que solucionen, y esto es de una injusticia 
flagrante. 


Sabemos cómo funciona esto: vendremos nuevamente aquí a seguir hablando, pero no 
queremos continuar con eso, porque ya fuimos a la Comisión respectiva de la Cámara de Diputados. 
Evidentemente, hoy todo está centrado en el tema de la inseguridad y no en el de la vivienda, que es 
un derecho constitucional. Como no hay cientos de personas afuera, como no hay medios de 
comunicación, como no hay réditos políticos electorales, el tema de la justicia y del que habló mi 
compañera, sobre cuestiones morales, éticas y de estricto cumplimiento de la Constitución, se pueden 
dejar de lado; se puede esperar un poco. Campaña electoral. 


Simplemente hacemos un llamado a la responsabilidad. Ustedes son responsables de esta 
situación: ¡resuélvanla! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente estoy de acuerdo con el planteo que ustedes realizan y les 
comento que en reiteradas oportunidades hemos hablado sobre este tema, puesto que hemos recibido 
a delegaciones de todo el país. Hace un rato hice referencia a la situación de dos complejos del 
departamento de San José. Se trata de un asunto que hemos analizado y sobre el que tenemos que 
discutir entre todos, pero necesitamos la iniciativa del Poder Ejecutivo para poder resolverlo 
definitivamente a través de una ley. Si no contamos con esa iniciativa, poco podemos resolver 
nosotros. Es así de claro. Este proyecto de ley se encuentra en la Cámara de Diputados pero necesita 
del aval del Poder Ejecutivo representado por los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y de Economía y Finanzas. 


SEÑOR RÍOS.- En base a lo que usted está diciendo, que es importante, hay que tener en cuenta que 
el valor de la UR sube todos los meses, que el aumento anual de la cuota que aplica el Banco 
Hipotecario sube más que los salarios y que si una persona tiene un colgamento para pagar debe 
abonar un interés mensual por él y tal vez dentro de diez años, cuando estemos hablando de este tema 
nuevamente, tendrá 1000 UR de colgamento en lugar de 500 UR. Es medio complicado que usted 
diga que esto depende del Poder Ejecutivo cuando también se puede atacar la UR, aunque no sé de 
qué manera. Si esto sigue así, el globo se sigue inflando. Es más, estuve mirando la página de la 
Agencia Nacional de Vivienda y en lo que va del año hubo doscientos remates de casas usadas. 
Desconozco el negocio de los remates de las casas porque en contrapartida no hay contestación. Esto 
significa que, por ejemplo, una vivienda en 8 de Octubre y Comercio se remata en US$ 33.000, en 
Conciliación se remata en US$ 2.600 y en Prado Norte se remata con una base de US$ 3.600. 
¿Cuántas familias han pasado por esto? ¿Cómo se ha analizado socialmente esta situación? La 
Agencia tendría que haber tenido en cuenta el aspecto social de la familia, si se quedó sin trabajo y no 
pudo pagar, etcétera. Hoy estamos en el BHU, es decir que en tres meses se va a remate y por eso el 
tiempo es importante tanto para ustedes como para nosotros. 


SEÑOR LORIER.- Minutos antes de recibirlos estuvimos hablando con Senadores integrantes de la 
Comisión porque ha concurrido un conjunto muy importante de delegaciones con esta problemática 
que, pensamos, es común. Encargamos a la Secretaría la tarea de encontrar, en el conjunto de los 
planteos de las distintas delegaciones que han concurrido, el elemento común. Sospechamos que 
quizás ese elemento sea similar a lo que ustedes están planteando. Este trabajo es a los efectos de 


tener un panorama más amplio ya que tal vez haya muchos más casos que no conocemos porque no 
han concurrido, porque no se han organizado o no sepan de la posibilidad de llegar a este ámbito. 


Esta información va a estar a nuestra disposición y de ahí en más analizaremos y 
discutiremos, los Senadores de las distintas Bancadas, qué pasos se van a dar para hacer un 
intercambio con el Poder Ejecutivo porque, tal como decía el señor Presidente de la Comisión, es quien 
debe enviar cualquier modificación ya sea que se trate de una ley de carácter administrativo. 


No es poco importante que nos interesemos en el tema, que los convoquemos y que su 
concurrencia pueda tener como resultado que se hagan todos los esfuerzos a los efectos de ver los 
caminos que se aproximen a una solución. En esto estábamos antes de que ustedes concurrieran. No 
sé si servirá o no la respuesta pero de alguna manera esto implica que tenemos interés en el tema y 
que vamos a hacer todos los esfuerzos para trasmitir los problemas para ver si aparece una solución; 
esto es lo que ustedes llamaban “voluntad política”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a dejar pasar una cantidad de cosas que se han dicho acá porque 
entiendo la situación de desesperación en que se encuentran y quizás al no ser Legisladores no tienen 
por qué conocer las normas legales tan claramente como nosotros, que trabajamos en esta Casa. Sí 
quiero aclararles -sin que esto signifique rehuir bajo ningún concepto el debate- que los presupuestos 
nacionales, los gastos, las decisiones sobre gastos y quitas requieren una voluntad mixta del Poder 
Ejecutivo y del Poder Legislativo, es decir que no alcanza con que solo la Cámara de Senadores o la 
Cámara de Representantes lo aprueben, porque eso sería ir contra la Constitución de la República. 
Cuando la señora con su condición de maestra me retó por estar usando el celular, en realidad le 
estaba pidiendo a mi secretaria que me trajera los documentos que no tenía porque no sabía que iba a 
plantear eso. Todos a veces nos apresuramos en los juicios y cometemos errores por esa causa. 
Nosotros hemos tratado de no hacerlo y por eso escuchamos con todo respeto lo que nos han dicho. 
Los artículos 85, 168 y, sobre todo, el 214 de la Constitución establecen la necesidad de la iniciativa 
privativa del Poder Ejecutivo y no es que no queramos hacernos responsables en este asunto. En este 
tema quiero ser muy claro: en lo personal creo que es muy bueno que la Constitución, que todos 
respetamos y tenemos que respetar siempre, establezca la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo 
porque, en definitiva, actúa como el dueño de casa que tiene que ver las cuentas de la nación y 
analizar en principio la justicia de los planteamientos. Después, esa justicia se analiza acá, pero 
tenemos vedado por la Constitución aumentar los gastos. Las reglas no las hemos puesto nosotros, y 
no se trata de que miremos para otro lado o esperemos las épocas electorales. Tal como dijo el señor 
Senador Lorier, esta delegación es la sexta que recibimos en el año y por eso pedimos a la Secretaría 
de la Comisión que haga un resumen de los motivos por los cuales nos visitan, para luego convocar al 
Poder Ejecutivo que tiene la iniciativa y, así, estar en condiciones de analizar las posibilidades de 
legislar en este tema. En este caso actuamos como colegisladores, es decir que necesitamos que ellos 
inicien para que nosotros podamos seguir. Como se puede imaginar, nada puede uno querer más que 
el bien de la gente, que solucione sus problemas. Creo que no hay nadie en el Uruguay o en el mundo 
que no quiera la solución de sus problemas. En ese objetivo vamos a poner todo nuestro esfuerzo. Eso 
fue lo que hablamos antes de que entrara esta delegación y consta en la versión taquigráfica. 


SEÑOR LAGOS.- Quisiera saber si ese estudio que encargaron a la Secretaría de la Comisión tiene 
algún plazo, si tienen idea de cuánto puede demorar y cuándo podrían comenzar a trabajar en este 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concretamente, hemos pedido que se hiciera un relevamiento de situaciones 
similares a las que ustedes nos han planteado. Queremos tener respuesta del Banco Hipotecario, del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de la Agencia Nacional de 
Vivienda. Luego de contar con toda la información la idea es dialogar con el Poder Ejecutivo para ver si 
podemos lograr que tome la iniciativa, que posteriormente tendrá que contar con el consenso del 
Parlamento. La semana que viene o dentro de 15 días tendremos ese estudio completo y se invitará a 
la señora Ministra y a las autoridades del Banco Hipotecario y de la Agencia Nacional de Vivienda. A 
partir de ese momento podremos saber si este asunto es viable a corto o mediano plazo; nuestro 
deseo es que se resuelva lo más pronto posible. 


SEÑORA CALLERO.- Quiero aclarar que hemos intentado tener una entrevista con las autoridades del 
Ministerio, pero nunca nos respondieron. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de esta delegación y la información que nos han 
brindado. 


(Se retira de Sala la delegación de Representantes de varios complejos habitacionales de 
Canelones, Colonia, Rivera, Tacuarembó y Montevideo, deudores del Banco Hipotecario del Uruguay 
(BHU) y de la Agencia Nacional de Vivienda (ANV).) 


(Ingresan a Sala representantes de la Comisión Administradora del Complejo Habitacional CH 
A 37, Programa 859.) 


-En nombre de la Comisión de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente del 
Senado damos la bienvenida a los representantes de la Comisión Administradora del Complejo 
Habitacional CH A 37, Programa 859 de Santa Lucía, departamento de Canelones. 


SEÑOR SANTANA.- Antes que nada, quiero decir que trajimos copias del informe para dejarle a cada 
uno de los miembros de la Comisión. 


Venimos con la intención de que nos escuchen con el rango que tienen de abogados de la 
ciudadanía porque, si bien puede que algunos no sean abogados, crean y derogan leyes, las que 
luego son utilizadas por los abogados. 


El principio de libre albedrío refiere a que nadie está obligado a hacer lo que no manda la ley, 
ni privado de lo que la ley no prohíbe. Por tanto, entendemos que para tomar decisiones como 
ciudadanos, debemos informar a los Legisladores para que comprendan las leyes que nos afectan, las 
que podemos juzgar como justas o pasibles de ser mejoradas. Esto confirma que el común de los 
ciudadanos puede evaluar el trabajo y las intenciones del Poder Legislativo. Hacemos esta mención 
porque estaremos esperando el trato diligente que, seguramente, nos brindarán, como defensores de 
la ciudadanía. 


El tema que queremos tratar es el siguiente. ¿Por qué entendemos que es discriminatoria la 
medida que ha tomado el Banco Hipotecario contra nuestro complejo? Porque todos los complejos de 
la ciudad de Santa Lucía pasaron en fideicomiso a la Agencia Nacional de Vivienda y fueron 
beneficiados con rebajas de intereses, vieron sus cuotas reducidas y en muchísimos casos, quedaron 
totalmente pagas sus viviendas. Sin embargo, nuestro complejo fue el único discriminado de la ciudad 
y excluido, desconociendo el artículo 8% de la Constitución que consagra principios de equidad. Esto 
fue así, sin que se tomara en cuenta que no contamos con salón comunal, cocheras ni áreas de 
esparcimiento. En cambio, grandes complejos situados en la calle principal de la ciudad, que tienen 
cocheras, gran salón comunal y perímetro cerrado, estilo country, pasaron a la Agencia Nacional de 
Viviendas, recibiendo gran consideración financiera. Durante 23 años pagamos puntualmente nuestras 
cuotas, pero fuimos discriminados a sabiendas, aun cuando el Gerente de la Sucursal de Canelones 
insistió para que fuéramos incluidos en el fideicomiso con la Agencia Nacional de Viviendas. 


A continuación, daré lectura a un párrafo de la carta que el Gerente envió a la Agencia 
Nacional de Viviendas. En ella se dice: “El complejo A37 consta de 13 viviendas ubicadas en la calle 
Sarandí, esquina Colombes, en la ciudad de Santa Lucía, y a pesar de estar catalogada como de Área 
Comercial, esta Gerencia en varios informes elevados oportunamente comunicó que el complejo tiene 
todas las características del Área Social por lo que debería ser transferido a la Agencia Nacional de 
Viviendas”. 


Volviendo al tema que estábamos exponiendo voy a señalar por qué nuestra situación ante el 
Banco Hipotecario es abusiva y asfixiante. 


Quiero aclarar que voy a referirme a mi caso particular -porque es el que conozco mejor- que 
es bastante parecido al de todos los componentes del Complejo, pues todos padecemos perjuicios. En 
el año 1989 el Banco Hipotecario del Uruguay me otorgó una vivienda a un costo de US$ 21.458 y, al 
día de hoy, llevo pagados US$ 33.780 más intereses, es decir, una vez y media el valor original; son 
U$S 12.322 pagados extra más intereses a favor del Banco Hipotecario. Sin embargo, el Banco dice 
que todavía debo US$ 63.000, es decir, tres veces el valor original de la vivienda, que equivale a 2.197 
Unidades Reajustables. En los dos últimos años hemos pagado al Banco Hipotecario del Uruguay 103 
Unidades Reajustables y sólo nos acreditaron 2 Unidades Reajustables. Quiere decir que si debo 2.197 
Unidades Reajustables y me acreditan una Unidad por año, tardaría 2.197 años en pagarlo; pero 
amortizando 1.093 Unidades Reajustables por año, tardaría 2006 años, lo que representa una 
ventajita, más siglos de intereses en saldar este absurdo y esclavizante saldo. Este dato resultaría ser 
una morbosa noticia para los periódicos ávidos de sensacionalismo, pero también es un aberrante y 
retrógrado récord Guiness desconocido pero específicamente cierto; un corralito financiero para 
incontables generaciones creado por una empresa pública del Estado. ¿Estará al tanto de estos 
detalles el Instituto de normas técnicas que otorgó al Banco Hipotecario del Uruguay la norma ISO de 
excelencia en atención al cliente? El artículo 45 de la Constitución de la República establece que 
tenemos derecho a una vivienda y a gozar de ella, pero en mi caso particular, así como también en el 
de muchos otros, no podemos decir que el Banco nos produce gozo o felicidad, todo lo contrario, en mi 
caso hago unos picos de hipertensión de 26/12. 


El Poder Legislativo, cuyos integrantes manifiestan frecuentemente por los medios ser 
guardianes del cumplimiento de la Constitución, deben actuar en los hechos respecto a esta 
discriminación y esclavitud financiera nunca más cierta e inhumana. También hay siete familias que 
debieron abandonar sus viviendas por no poder pagarla, una cantidad llamativa en solo trece 
apartamentos. Esta situación le viene como anillo al dedo al Banco, quien vuelve a vender o a alquilar 
las viviendas, mientras sus antiguos ocupantes pierden sus derechos de propietarios como si nada y 
vuelven a la indefensión. El origen del problema es la Unidad Reajustable y la ley que la creó, que se 
calcula en base al Índice Medio de Salarios, pero sin tener en cuenta el IPC, o la inflación en su tiempo, 
cuando no se llevaba cuenta del IPC. El Legislador que redactó la ley, buscó su aprobación, pero 
dejando de lado el perjuicio inflacionario que llevaría a la Unidad Reajustable a ser un instrumento del 
Estado para sancionar, multar, etcétera, debido a la dureza de su escalada alcista y reajustable. Es 
evidente que el redactor de la ley creía ciegamente que en el Uruguay nunca habría inflación o que no 
sería determinante en los montos de las cuotas. Debió tener presente que la inflación es componente 
genético del vocabulario de economistas, políticos y de la población del Uruguay. Debido a este 
problema se creó la Unidad Indexada, pero sin derogar la Unidad Reajustable para poder aplicar 
severamente a los antiguos promitentes compradores, llamados “Área Comercial”, designación propia 
de un marketing engañoso, pero siniestramente parecido a cuando se abolió la esclavitud, pero de 
hecho siguió esclavizando gente, mucho tiempo después de ser promulgada la norma. Esta situación 
amarga la vida no solo a los promitentes de nuestro complejo CHA37, sino a los de todos los complejos 
que se alistan, uno a uno por renglón, en un listado de veintitrés páginas del Banco Hipotecario del 
Uruguay. La Resolución del Directorio N* 1812/06, expediente 811.688 con origen Comité de Cartera, 
pretende usar variables sobre los aspectos singulares que desconoce de cada grupo familiar, teniendo 
como único referente su salario. 


Por lo expuesto, solicitamos a la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado 
que convoque a la señora Ministra Muslera -que no nos ha dado una respuesta- o a quien la suceda, 
para brindar explicaciones sobre: el trato discriminatorio del que somos víctimas, el delirante y 
esclavizador cálculo de la deuda con el Banco Hipotecario del Uruguay en Unidades Reajustables y su 
línea de colgamentos, y el plan “Pague eternamente o devuelva la vivienda”. 


En primer lugar, queremos que se reconozca que tenemos derecho a escriturar nuestras 
viviendas, sin saldos pendientes. 


En segundo término, y mediante el envío de una minuta a la Presidenta del Banco Hipotecario 
del Uruguay, señora Ana Salveraglio, pretendemos que se reconozca la discriminación de que somos 
víctimas, violatoria del artículo 8.* de la Constitución de la República. 


El Banco Hipotecario del Uruguay no es una república de derecho independiente; está sujeto 
a leyes, más bien a principios inviolables de nuestra Constitución, como los que hemos citado. 


Por otro lado, es nuestra intención que se envíen fotocopias de resúmenes de cuentas 
demostrativos de que solamente se acreditan pagos de poco más de una Unidad Reajustable por año. 


Queremos recordar que el contrato original tenía cláusulas excluyentes, que solo pueden 
imponerse a viviendas de promoción social y, por tanto, no pertenecemos a la pomposa cartera 
comercial. 


En el contrato celebrado al tiempo que me fue otorgada la vivienda, se dice: “El Promitente 
Comprador está obligado a residir con su familia en la vivienda. La violación de esta obligación traerá 
aparejada la rescisión del compromiso de compraventa”. En otra cláusula, se señala: “Ni el solicitante 
ni los integrantes del Núcleo Familiar son propietarios ni lo serán a la fecha de la escritura, de una 
vivienda adecuada a las necesidades del mismo, dentro de un radio de equis kilómetros del lugar de 
trabajo principal del solicitante”. O sea que después de encontrar la vivienda de promoción social del 
Banco, nadie pudo mejorar su situación; será eternamente pobre y no podrá tener otra vivienda durante 
el tiempo que dure la escrituración de la que compró al Banco. 


En tercer lugar, queremos decir que el desconocimiento de nuestra situación es pasible de un 
recurso de amparo ante la Suprema Corte de Justicia o la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, con probables perjuicios para el Estado como consecuencia de que el Directorio del Banco, 
su Departamento Legal y su Centro de Atención al Cliente, así como el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y la Agencia Nacional de Vivienda han hecho oídos sordos 
a nuestros reclamos. 


Omití decir que enviamos varias notas a la Gerente de la División Legal y Sumarios del Banco 
Hipotecario del Uruguay, doctora Susana Guerra, quien contestó a nuestras reclamaciones en uno o 
dos renglones -¡No vaya a ser que algo de lo que dijera fuera pasible de una demanda!- y derivó la 
problemática a otras oficinas que, burocráticamente, citaban reglamentos propios de la Institución sin 
considerar el peso de las imputaciones de discriminación y esclavitud financiera, que no son poca 
cosa. 


Solicitamos que los señores Senadores tengan a bien apoyar la iniciativa que deroga los 
colgamentos, que fue redactada en el seno de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de 
la Cámara de Representantes, ámbito en el que también planteamos nuestros reclamos. 


Asimismo, pedimos que se investiguen las facultades legales del Banco Hipotecario del 
Uruguay en la aplicación de los colgamentos, un singular y asfixiante instrumento financiero. 


Pedimos que los señores Senadores se esfuercen por no transformar parte de la lista de 
funcionarios de instituciones que nos pasan por alto, que escuchen nuestros justos y perseverantes 
reclamos y actúen en consonancia con su conciencia, entrenada para la defensa de los principios de 
equidad y solidaridad, puesto que ya hemos buscado una solución a través de los organismos ya 
aludidos. En adelante, y siguiendo con la ruta que nos hemos trazado, solo nos quedaría recurrir a la 
Presidencia de la República y a la Suprema Corte de Justicia. 


Saluda atentamente la Comisión Administradora del Complejo Habitacional CH A 37. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- El informe que ha dado el señor Santana es más que completo. 
Simplemente, quiero decir que, hace poco tiempo, en Santa Lucía se entregó un complejo habitacional 
cuyas viviendas de tres dormitorios fueron tasadas en US$ 55.000. Cabe señalar que los apartamentos 
son similares a los nuestros, quizás un poco superiores porque cuentan con espacios más extensos, 
mientras que nosotros, que venimos pagando hace más de veinte años, estamos debiendo más de la 
suma en que fueron tasadas esas viviendas de similares características. Esas viviendas forman parte 
de la Agencia Nacional de Vivienda. No entendemos por qué el complejo de Santa Lucía fue el único 
que no resultó incluido y no hubo una instancia de conocimiento de lo que se estaba haciendo. 
Siempre fuimos interlocutores con el Banco; cada vez que teníamos un problema acudíamos a él y se 
nos brindaba apoyo, pero en este caso nos sentimos discriminados en comparación con nuestro 
vecinos de la misma ciudad, que han accedido a complejos de similares características o mejores. Si 


bien estamos muy agradecidos y hemos pagado puntualmente las cuotas, no dejamos de reconocer 
que nuestras casas son dignas pero no lujosas; no tienen nada especial como para ser ubicadas en 
una lista distinta a la de nuestros vecinos. 


SEÑOR SANTANA.- La señora Suárez ha pagado las cuotas puntualmente como en mi caso y desde 
la misma época. Hace un tiempo, en el Banco Hipotecario se le dijo que no se le iba a cobrar más 
hasta que no fuera a hacer un cambio en el monto de la cuota. Ella es viuda, por lo que fui 
personalmente al Banco a preguntar qué pasaba; me contestaron que la señora tiene una hija y que 
debe ayudarla a pagar la cuota, pero lo cierto es que ella tiene su propia vida y su familia. En síntesis, 
la llamaron y la asustaron. 


SEÑORA SUÁREZ.- Me apareció una deuda de $ 6.900 y les dije que no podía ser, que si bien había 
refinanciado, ya había pagado todos los colgamentos. 


Un día vine a Montevideo a solicitar un crédito y me lo negaron porque yo estaba en el 
Clearing de Informes. Dije que no podía ser porque no le debía a nadie y me contestaron: “Sí, al Banco 
Hipotecario”. Me quería morir; volví a mi casa enloquecida. Fui a San José, porque pago allí -aunque 
vivo en Canelones- ya que es en esa ciudad que trabajo, y me dijeron: “Eso es porque al pasar del 
sistema automático, quedó algún detalle y debe $ 6.900”. Respondí que no iba a pagarlo. Muchas 
veces, cuando llegaba de trabajar, me llamaban por teléfono desde el Banco Hipotecario para decirme 
que debía $ 6.900 y eso me enojaba mucho. Un día fui a Canelones y me dijeron que no sabían nada, 
que tenía que ir a Montevideo; así lo hice y me ofrecieron efectuar una quita, por lo que terminé 
pagando $ 2.800. De todas formas les pregunté por qué debía esa cantidad. La respuesta fue: “Sí, su 
cuenta está saneada; no debe colgamentos, pero debe ese dinero”. Entonces, fui a pagar a San José y 
me dijeron que mi cuenta estaba castigada, que no podía pagar en ninguna sucursal del Banco 
Hipotecario, que solo debía hacerlo en Montevideo. Nuevamente vine hasta acá y me cobraron los $ 
2.800; me dijeron que no podía seguir pagando la cuota de un poco más de $ 4.000 porque eran 
muchos años, por lo que me harían la refinanciación. Les expliqué que no podía pagar más de esa 
cifra, pero me contestaron: “Usted tiene que pagar 300 cuotas de más de $ 7.000”. Mañana voy a 
pagar la primera. Hace 23 años que pago y ahora tengo que hacerlo por 300 cuotas más de un monto 
de $ 7.000, además de todos los reajustes de octubre. No me explican el porqué; lo único que me 
dicen es que pago poco. El edificio cuenta con 13 apartamentos, pero al único que le saltó ese 
problema fue al mío y no entiendo por qué. 


SEÑOR SANTANA.- Le dicen que la deuda se extiende por veinticinco años. Lo mismo sucede con los 
demás. Por ejemplo, a la señora Rodríguez -sentada a mi lado- que también entró en la misma época 
al Complejo, cuando llegue a los veinticinco años -como está establecido en el contrato que firmamos- 
se le agregan diez años más de cuotas de $ 8.000. 


Hay cierta irracionalidad en todo esto. No existe una norma determinada que nos permita 
saber cuánto tenemos que pagar y durante cuánto tiempo. Cuando uno se entera por cuánto tiempo 
tendrá que hacerlo, le dan ganas de morirse. 


En mi caso, mi hijo es “diez mil pesista”, por lo que probablemente no podrá pagar la casa. 
Esto significa que, con el correr del tiempo, graciosamente, el Banco recibirá la casa de vuelta y la 
venderá nuevamente. 


El Poder Legislativo es un organismo que legisla, pero sabemos que también tiene su 
destreza ejecutiva porque puede interpelar a un Ministro o enviar una minuta al Banco Hipotecario. Por 
eso pedimos que haga notar el hecho de que estamos en una situación absurda, irregular. No sé cómo 
llamarla o qué término utilizar que sea el más despectivo; tal vez, puede ser calificada de aberrante. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Reafirmo los conceptos vertidos por los miembros de la Comisión. 


Quisiera señalar que, de algún modo, el Estado tomó acción en una deuda que tiene con 
quienes habíamos optado por el Banco Hipotecario. La reconoce y por eso se crea la Agencia Nacional 
de Vivienda. 


No entendemos -nadie nos lo ha explicado- cuál es el motivo de este trato diferencial. Las 
viviendas tienen las mismas características; carecen de elementos especiales, no hay mármol ni 
tampoco bronce, son de ladrillo, las losetas están caídas y se ven los hierros. La memoria descriptiva 
de las viviendas no responde al original. Las puertas no son las que figuraban en la propia memoria 
descriptiva. 


En realidad, si el propio Estado está reconociendo viviendas con destino social en la creación 
de la Agencia Nacional de Viviendas, no encontramos un motivo diferencial que nos aparte de eso y 
que tenga un sustento. De hecho, las respuestas del Banco Hipotecario no han sido sustanciadas. Es 
más, los propios gerentes y funcionarios con los que hemos tratado -como lo ha citado el señor 
Santana- eran de la idea de que pasáramos a la Agencia Nacional de Vivienda. 


Realmente, no entendemos por qué hemos sido tratados así. 


SEÑOR SANTANA.- Nosotros éramos buenos pagadores. En toda Santa Lucía había trece viviendas 
que pagaban puntualmente sus cuotas. A quienes no pagaban, los echaron y volvieron a venderla. En 
cierta forma, resultamos ser comercialmente atractivos para el Banco. 


No entramos en el fideicomiso de Covipro porque no sabíamos de su existencia; en su 
defecto, nos habríamos unido. La Agencia Nacional de Vivienda, el Banco Central, Covipro y el Banco 
Hipotecario hicieron el fideicomiso. Aunque el Gerente del banco de Canelones -vecino de la zona que 
conoce nuestra situación- creyó que se habían olvidado de incluir el Complejo Habitacional A 37 y 
mandó una recomendación, entendemos que les resultaba engorroso agregar un renglón al fideicomiso 
para incluirlo a los efectos de que tuviera los mismos beneficios que otros complejos de Santa Lucía 
que son mejores que el nuestro. No tenemos espacios para esparcimiento común, cocheras ni salón 
comunal. Sin embargo, los demás complejos están en muy buenas condiciones en algunos aspectos. 


Nos alegramos por quienes consiguieron sus refinanciaciones, sus rebajas de interesas y que 
se les haya eximido totalmente del pago de las cuotas, pero notamos que somos excluidos, 
discriminados y abusados por el Banco Hipotecario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos aclarar que conocemos el tema. El año pasado recibimos a un 
grupo importante de vecinos provenientes de diferentes lugares del país. Durante este año, antes de 
recibir a la delegación anterior, todos los integrantes de la Comisión estuvimos considerando el asunto 
y solicitamos a Secretaría un relevamiento de todas las que hemos recibido. 


Además, en diferentes oportunidades hemos planteado algunas de esas inquietudes a 
representantes del Banco Hipotecario y de la Agencia Nacional de Vivienda. 


Nos abocaremos al estudio del tema en procura de viabilizar una solución a un asunto que 
sabemos que existe y que preocupa a miles de uruguayos. 


Asimismo, queremos recordarles que la iniciativa para resolver este tema es privativa del 
Poder Ejecutivo. Probablemente encontremos un consenso y tenemos la expectativa de que el 
oficialismo -quienes somos oposición ya hemos planteado esta situación- encuentre una solución al 
respecto. Es de nuestro conocimiento que estamos ante una realidad muy injusta. Precisamente, hoy 
cité una situación particular del departamento de San José -que conozco personalmente- pero 
ejemplos abundan en todo el territorio nacional. 


SEÑORA SUÁREZ.- A mí no se me permite abonar la cuota en San José ni en Canelones; tengo que 
venir a Montevideo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estudiaremos a qué solución podemos llegar. Reiteramos que no tenemos las 
potestades del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Pero sí pueden pedir explicaciones; la toma de decisión debe tener un 
sustento. 


SEÑOR SANTANA.- Cada uno de nosotros tiene diferentes destrezas y otros atributos que tal vez no 
sean tan evidentes. El Parlamento no es el Poder Ejecutivo ni el Poder Judicial, pero tiene capacidad 
ejecutiva porque puede controlar al Poder Ejecutivo. Si quien controla al Poder Ejecutivo no tiene 
capacidad ejecutiva, entonces estamos ante un absurdo; si quien elabora las leyes no puede 
intercambiar con el Poder Judicial, no debería poder elaborarlas. Se supone que quien elabora o 
deroga las leyes tiene cierta autoridad o peso; eso es lo que nosotros creemos y por eso hoy estamos 
aquí. 


Sabemos que hay muchas personas que se encuentran en esta situación y quisiéramos que 
cada una de ellas fuera considerada como un individuo que reclama y no como un grupo. Ya hemos 
recorrido el Banco Hipotecario de punta a punta. Personalmente, conozco a todos sus empleados; he 
hablado con todos; tenemos una agenda con sus teléfonos, los nombres de todas las instituciones 
relacionadas a la vivienda, de sus secretarios y sus internos. Estamos cansados de golpear puertas y 
vinimos al Senado, antes de ir a golpear las dos que nos quedan: la del Poder Judicial, para presentar 
una solicitud de amparo, y la del Poder Ejecutivo, para hablar directamente con el Presidente de la 
República. Ya hemos estado en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
en la Agencia Nacional de Vivienda y demás. Llega un momento en que se colma la paciencia del 
ciudadano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la información que nos han brindado y nos comprometemos a 
procurar una solución para este tema. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 48 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


